
3) CASO ALOEBOETOE Y OTROS. SURINAME

Derecho a la vida, Derecho a la integridad personal, Derecho a la liber-
tad personal y protección judicial, Obligación de respetar los dere-
chos, Deber de adoptar disposiciones de derecho interno

Hechos de la demanda: la detención, trato cruel inhumano y degra-
dante y muerte de Daison Aloeboetoe, Dedemanu Aloeboetoe, Miku-
wendje Aloeboetoe, John Amoida, Richenel Voola, Martin Indisie Banai
y Beri Tiopo, ocurridos dichos hechos el 31 de diciembre de 1987. Las
víctimas eran miembros de la Tribu Saramaca y se dirigían al interior del
país para integrarse a su comunidad durante las fiestas de fin de año.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 15 de enero
de 1988.

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 27 de agosto de
1990.

A) ETAPA DE FONDO

CIDH, Caso Aloeboetoe y Otros. Sentencia de 4 de diciembre de 1991.
Serie C, núm. 11.

Artículos en análisis: 1o. (Obligación de respetar los derechos), 2o.
(Deber de adoptar disposiciones de derecho interno), 4o. (Derecho a la
vida), 5o. (Derecho a la integridad personal), 7o. (Derecho a la libertad
personal), 25 (Protección judicial).

Composición de la Corte: Héctor Fix-Zamudio, presidente; Thomas
Buergenthal, Rafael Nieto Navia, Sonia Picado Sotela, Julio A. Barberis,
Antônio A. Cançado Trindade, juez ad hoc; presentes, además: Manuel E.
Ventura Robles, secretario y Ana María Reina, secretaria adjunta.

Asuntos en discusión: El reconocimiento de los hechos por parte del
Estado y su responsabilidad internacional, efectos.

*

22. En la audiencia del 2 de diciembre de 1991, que fue convocada
para conocer las excepciones preliminares ...el agente de Suriname mani-
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festó que “[l]a República de Suriname, en cuanto al primer caso siguien-
do el procedimiento que inicialmente determinó la Corte, reconoce la
responsabilidad consecuente sobre el caso Pokigron, mejor conocido
como Aloeboetoe y otros”. Más adelante añadió: “simplemente quiero
reiterar [que Suriname] reconoce la responsabilidad en este caso”. Lue-
go, ante una aclaración solicitada por el delegado de la Comisión, señor
Jackman, el agente de Suriname expresó: “Yo creo que fue claro lo que
dije: reconoce la responsabilidad y, por lo tanto, la Corte tiene el dere-
cho de cerrar el caso, archivar el caso, determinar las indemnizaciones
correspondientes o hacer lo que a derecho corresponda”.

23. La Corte considera que, dado el reconocimiento de responsabilidad
efectuado por el gobierno de Suriname, ha cesado la controversia en
cuanto a los hechos que dieron origen al presente caso. Por lo tanto, co-
rresponde a la Corte decidir sobre las reparaciones y sobre las costas del
procedimiento.

...Por tanto, LA CORTE

por unanimidad,
1. Toma nota del reconocimiento de responsabilidad efectuado por la

República de Suriname y decide que ha cesado la controversia acerca de
los hechos que dieron origen al presente caso.

por unanimidad,
2. Decide dejar abierto el procedimiento para los efectos de las repara-

ciones y costas del presente caso.

B) ETAPA DE REPARACIONES 

CIDH, Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (artículo 63.1 Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de septiem-
bre de 1993. Serie C, núm. 15.

Artículos en discusión: 63.1 (restitución del derecho violado, repara-
ción y justa indemnización a la parte lesionada).

Composición de la Corte: Rafael Nieto Navia, presidente; Sonia Pica-
do Sotela, vicepresidente; Héctor Fix-Zamudio, Julio A. Barberis,  As-
drúbal Aguiar-Aranguren,  Antônio A. Cançado Trindade, juez ad hoc;
presentes, además: Manuel E. Ventura Robles, secretario y Ana María
Reina, secretaria adjunta.
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Asuntos en discusión: Reconocimiento de responsabilidad del Estado,
efectos; el artículo 63.1, alcances; reparaciones: beneficiarios y modo de
transmisión (por derecho propio o por sucesión); bases para su cálculo;
aplicación de la costumbre saramaca y reconocimiento de la poligamia;
daño material (daño emergente y lucro cesante), bases para su cálculo;
daño moral (familiares y pueblo indígena); otras formas no pecuniarias
de reparación (enseñanza adecuada, asistencia médica y paradero de los
restos de las víctimas); modo de distribución de las reparaciones y forma
de pago: creación de una fundación y de fideicomisos; reintegro de gas-
tos y costas.

*

Reconocimiento de responsabilidad del Estado, efectos;
el artículo 63.1, alcances

42. En este litigio, Suriname ha reconocido su responsabilidad por los
hechos articulados en la memoria de la Comisión. Por ello, y tal como lo
expresó la Corte en su sentencia de 4 de diciembre de 1991, “ha cesado
la controversia en cuanto a los hechos que dieron origen al presente
caso”... Esto significa que se tienen por ciertos aquellos expuestos en la
memoria de la Comisión del 27 de agosto de 1990. Pero, en cambio, exis-
ten diferencias entre las partes acerca de otros hechos que se relacionan
con las reparaciones y el alcance de las mismas. La controversia sobre es-
tas materias será decidida por la Corte en la presente sentencia.

43. ...el artículo 63.1 de la Convención Americana constituye una nor-
ma consuetudinaria que es, además, uno de los principios fundamentales
del actual derecho de gentes tal como lo han reconocido esta Corte (Cfr.
Caso Velásquez Rodríguez, Indemnización Compensatoria, supra 28, pá-
rrafo 25; Caso Godínez Cruz, Indemnización Compensatoria, supra 27,
párrafo 23) y la jurisprudencia de otros tribunales (Cfr. Usine de Chor-
zów, compétence, arrêt núm. 8, 1927, C.P.J.I., Série A, núm. 9, p. 21;
Usine de Chorzów, fond, arrêt núm. 13, 1928, C.P.J.I., Série A, núm. 17,
p. 29; Interprétation des traités de paix conclus avec la Bulgarie, la Hon-
grie et la Roumanie, deuxième phase, avis consultatif, C.I.J., Recueil
1950 , p. 228).
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44. La obligación contenida en el artículo 63.1 de la Convención es de
derecho internacional y éste rige todos sus aspectos como, por ejemplo,
su extensión, sus modalidades, sus beneficiarios, etc. Por ello, la presente
sentencia impondrá obligaciones de derecho internacional que no pueden
ser modificadas ni suspendidas en su cumplimiento por el Estado obliga-
do invocando para ello disposiciones de su derecho interno...

46. El artículo 63.1 de la Convención distingue entre la conducta que
el Estado responsable de una violación debe observar desde el momento
de la sentencia de la Corte y las consecuencias de la actitud del mismo
Estado en el pasado, o sea, mientras duró la violación. En cuanto al futu-
ro, el artículo 63.1 dispone que se ha de garantizar al lesionado el goce
del derecho o de la libertad conculcados. Respecto del tiempo pasado, esa
prescripción faculta a la Corte a imponer una reparación por las conse-
cuencias de la violación y una justa indemnización.

En lo que se refiere a violaciones al derecho a la vida, como en este
caso, la reparación, dada la naturaleza del derecho violado, adquiere fun-
damentalmente la forma de una indemnización pecuniaria...

49. ...La solución que da el derecho en esta materia [efectos de los ac-
tos humanos y la responsabilidad que originan] consiste en exigir del res-
ponsable la reparación de los efectos inmediatos de los actos ilícitos, pero
sólo en la medida jurídicamente tutelada. Por otra parte, en cuanto a las
diversas formas y modalidades de reparación, la regla de la in integrum
restitutio se refiere a un modo como puede ser reparado el efecto de un
acto ilícito internacional, pero no es la única forma como debe ser repara-
do, porque puede haber casos en que aquella no sea posible, suficiente o
adecuada (Cfr. Usine de Chorzów, fondo , supra 43, p. 48). De esta ma-
nera, a juicio de la Corte, debe ser interpretado el artículo 63.1 de la Con-
vención Americana.

Reparaciones: beneficiarios y modo de transmisión (por derecho
propio o por sucesión); bases para su cálculo; aplicación
de la costumbre saramaca y reconocimiento de la poligamia

54. Los daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte
dan derecho a una indemnización. Ese derecho de las víctimas se transmi-
te por sucesión a sus herederos.

La indemnización que se debe pagar por el hecho de haber privado a
alguien de su vida es un derecho propio que corresponde a aquellos que
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han resultado perjudicados. Por esta razón, la jurisprudencia de los tribu-
nales internos de los Estados acepta generalmente que el derecho de soli-
citar la indemnización por la muerte de una persona corresponde a los so-
brevivientes que resultan afectados por ella. Esa jurisprudencia establece
una distinción entre los sucesores y los terceros perjudicados. En cuanto a
los primeros, se presume que la muerte de la víctima les ha causado un
perjuicio material y moral y estaría a cargo de la contraparte probar que
tal perjuicio no ha existido. Pero los reclamantes que no son sucesores, tal
como se expone más abajo (Cfr. infra, párrafo 68), deben aportar deter-
minadas pruebas para justificar el derecho a ser indemnizados.

55. En el caso presente, en cuanto a la determinación de los sucesores
de las víctimas, existe disparidad de criterios entre las partes: la Comisión
reclama la aplicación de las costumbres de la tribu Saramaca, en tanto
que Suriname solicita la aplicación de su derecho civil... Sin embargo,
conviene precisar el derecho interno vigente en cuanto al régimen de fa-
milia pues éste puede ser aplicable en algunos aspectos.

58. La Comisión ha puntualizado que no pretende que los saramacas
constituyan actualmente una comunidad con subjetividad internacional, sino
que la autonomía que reclama para la tribu es de derecho público interno.

La Corte no estima necesario averiguar si los saramacas gozan de auto-
nomía legislativa y jurisdiccional dentro de la región que ocupan. La úni-
ca cuestión que aquí interesa consiste en saber si las leyes de Suriname
relativas a derecho de familia se aplican a la tribu Saramaca. En este sen-
tido, las pruebas producidas permiten deducir que las leyes de Suriname
sobre esa materia no tienen eficacia respecto de aquella tribu; sus inte-
grantes las desconocen y se rigen por sus propias reglas y el Estado, por
su parte, no mantiene la estructura necesaria para el registro de matrimo-
nios, nacimientos y defunciones, requisito indispensable para la aplica-
ción de la ley surinamesa. Además, los conflictos que ocurren en estas
materias no son sometidos por los saramacas a los tribunales del Estado y
la intervención de éstos en las materias mencionadas, respecto de los sa-
ramacas, es prácticamente inexistente. Cabe señalar también que en este
proceso Suriname reconoció la existencia de un derecho consuetudinario
saramaca..

62. Es una regla común en la mayoría de las legislaciones que los suce-
sores de una persona son sus hijos. Se acepta también generalmente que
el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y al-
gunas legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los
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hijos. Si no existen hijos ni cónyuge, el derecho privado común reconoce
como herederos a los ascendientes. Estas reglas generalmente admitidas
en el concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en
el presente litigio a fin de determinar los sucesores de las víctimas en lo
relativo a la indemnización.

Estos principios generales de derecho se refieren a “hijos”, “cónyuge”
y “ascendientes”. Estos términos deben ser interpretados según el derecho
local. Este, ...no es el derecho surinamés porque no es eficaz en la región
en cuanto a derecho de familia. Corresponde pues tener en cuenta la cos-
tumbre saramaca. Esta será aplicada para interpretar aquellos términos en
la medida en que no sea contraria a la Convención Americana. Así, al re-
ferirse a los “ascendientes”, la Corte no hará ninguna distinción de sexos,
aún cuando ello sea contrario a la costumbre saramaca.

63. La identificación de los hijos de las víctimas, de sus cónyuges y,
eventualmente, de sus ascendientes ha ofrecido graves dificultades en
este caso. Se trata de miembros de una tribu que vive en la selva, en el in-
terior de Suriname y se expresa sólo en su lenguaje nativo. Los matrimo-
nios y los nacimientos no han sido registrados en muchos casos y, cuando
así ha ocurrido, no se han incluído datos suficientes para acreditar entera-
mente la filiación de las personas. La cuestión de la identificación se tor-
na aún más difícil en una comunidad en la que se practica la poligamia.

64. ...Es cierto que la identidad de las personas debe probarse, en gene-
ral, mediante la documentación correspondiente. Pero la situación en que
se encuentran los saramacas se debe en gran medida a que el Estado no
mantiene en la región los registros civiles en número suficiente y por ello
no puede otorgar la documentación a todos los habitantes con base en los
datos obrantes en ellos. Suriname no puede exigir entonces que se pruebe la
filiación y la identidad de las personas mediante elementos que no suminis-
tra a todos sus habitantes en aquella región. Por otra parte, Suriname no ha
ofrecido en este litigio suplir su inacción aportando otras pruebas sobre la
identidad y la filiación de las víctimas y sus sucesores...

67. La obligación de reparar el daño causado se extiende en ocasiones,
dentro de los límites impuestos por el orden jurídico, a personas que, sin ser
sucesores de la víctima, han sufrido alguna consecuencia del acto ilícito,
cuestión que ha sido objeto de numerosas decisiones por parte de los tribuna-
les interno. La jurisprudencia establece sin embargo, ciertas condiciones
para admitir la demanda de reparación de daños planteada por un tercero.
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68. En primer lugar, el pago reclamado debe estar fundado en presta-
ciones efectuadas realmente por la víctima al reclamante con inde-
pendencia de si se trata de una obligación legal de alimentos. No puede
tratarse sólo de aportes esporádicos, sino de pagos hechos regular y efec-
tivamente en dinero o en especie o en servicios. Lo importante es la efecti-
vidad y la regularidad de la misma.

En segundo lugar, la relación entre la víctima y el reclamante debió ser
de naturaleza tal que permita suponer con cierto fundamento que la pres-
tación habría continuado si no hubiera ocurrido el homicidio de aquella.

Por último, el reclamante debe haber tenido una necesidad económica
que regularmente era satisfecha con la prestación efectuada por la vícti-
ma. En este orden de cosas, no se trata necesariamente de una persona
que se encuentre en la indigencia, sino de alguien que con la prestación se
beneficiaba de algo que, si no fuera por la actitud de la víctima, no habría
podido obtener por sí sola.

71. La Corte ha efectuado anteriormente una distinción entre la repara-
ción correspondiente a los sucesores y la debida a los reclamantes o de-
pendientes. A los primeros, la Corte otorgará la reparación solicitada por-
que existe una presunción de que la muerte de las víctimas les ha causado
perjuicio, quedando a cargo de la contraparte la prueba en contrario (Cfr.
supra, párrafo 54). Pero, respecto de los otros reclamantes o dependien-
tes, el onus probandi corresponde a la Comisión. Y ésta, a criterio de la
Corte, no ha aportado las pruebas necesarias que permitan demostrar el
cumplimiento de las condiciones indicadas.

72. La Corte es consciente de las dificultades que este caso presenta: se
trata de hechos relativos a una comunidad que habita en la selva, cuyos
integrantes son prácticamente analfabetos y no usan documentación escri-
ta. No obstante se podrían haber utilizado otros medios de prueba.

73. En virtud de lo expuesto, la Corte rechaza la reclamación de in-
demnización por daño material para los dependientes.

Daño material (daño emergente y lucro cesante), bases para su cálculo 

50. Se ha expresado anteriormente que en lo que hace al derecho a la
vida no resulta posible devolver su goce a las víctimas. En estos casos, la re-
paración ha de asumir otras formas sustitutivas, como la indemnización
pecuniaria (supra, párrafo 46).
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Esta indemnización se refiere primeramente a los perjuicios materiales
sufridos. La jurisprudencia arbitral considera que, según un principio ge-
neral de derecho, éstos comprenden tanto el daño emergente como el lu-
cro cesante (Cfr. Chemin de fer de la baie de Delagoa, sentence, 29 mars
1900, Martens, Nouveau Recueil Général de Traités, 2ème Série, t. 30, p.
402; Case of Cape Horn Pigeon, 29 November 1902, Papers relating to
the Foreign Relations of the United States, Washington, D.C.: Govern-
ment Printing Office, 1902, Appendix I, p. 470). 

88. Para la determinación del monto de la reparación por daños mate-
riales que percibirán los sucesores de las víctimas, se siguió el criterio de
relacionarlo con los ingresos que éstas habrían obtenido a lo largo de su
vida laboral si no hubiera ocurrido su asesinato. Con ese objeto, la Corte
decidió efectuar averiguaciones para estimar los ingresos que habrían
obtenido las víctimas en el mes de junio de 1993, de acuerdo con las acti-
vidades económicas que cada una desarrollaba. La elección de esta fecha
obedeció al hecho de que coincidió con el establecimiento del mercado
libre de cambio en Suriname. De este modo, pudieron salvarse las distor-
siones que producía, en la determinación del monto de las reparaciones,
el sistema de cambios fijos frente al proceso inflacionario en que se de-
senvuelve la economía del país. En efecto, esta situación restaba confiabi-
lidad a las proyecciones de largo plazo. Por otra parte, los datos sobre los
ingresos de las víctimas aportados por la Comisión no contaban con su-
ficiente respaldo documental como para adoptarlos como base del cálculo
sin una verificación in situ.

89. La Corte calculó el monto anual de los ingresos de cada víctima en
florines surinameses y luego los convirtió en dólares al tipo de cambio vi-
gente en el mercado libre.

El haber anual se utilizó para determinar los ingresos caídos en el pe-
ríodo transcurrido entre los años 1988 y 1993, ambos incluídos. A la
suma obtenida para cada una de las víctimas se le adicionó un interés con
carácter resarcitorio, que está en relación con las tasas vigentes en el mer-
cado internacional. A este monto se sumó el valor presente neto de los in-
gresos correspondientes al resto de la vida laboral de cada individuo. En
el caso del adolescente Mikuwendje Aloeboetoe, se supuso que comenza-
ría a percibir ingresos a la edad de 18 años por un monto similar al de
aquellos que trabajaban como obreros de la construcción.
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Daño moral (familiares y pueblo indígena)

50. ...También, la indemnización debe incluir el daño moral sufrido
por las víctimas. Así lo han decidido la Corte Permanente de Justicia In-
ternacional [Traité de Neuilly, article 179, annexe, paragraphe 4 (inter-
prétation), arrêt núm. 3, 1924, C.P.J.I., Série A, núm. 3, p. 9] y los tribu-
nales arbitrales (Maal Case, 1 June 1903, Reports of International Arbitral
Awards, vol. X, pp. 732 y 733 y Campbell Case, 10 June 1931, Reports
of International Arbitral Awards, vol. II, p. 1158).

51. En el presente caso, las víctimas muertas en Tjongalangapassi su-
frieron un perjuicio moral al ser vejadas por una banda armada que las
privó de su libertad y luego las asesinó. Las agresiones recibidas, el dolor
de verse condenado a muerte sin razón alguna, el suplicio de tener que
cavar su propia fosa constituyen una parte del perjuicio moral sufrido por
las víctimas. Además, aquella que no murió en un primer momento debió
soportar que sus heridas fueran invadidas por los gusanos y ver que los
cuerpos de sus compañeros servían de alimento a los buitres.

52. El daño moral infligido a las víctimas, a criterio de la Corte, resulta
evidente pues es propio de la naturaleza humana que toda persona someti-
da a las agresiones y vejámenes mencionados experimente un sufrimiento
moral. La Corte estima que no se requieren pruebas para llegar a esta
conclusión y resulta suficiente el reconocimiento de responsabilidad efec-
tuado por Suriname en su momento.

75. La Corte estima que, al igual que en el caso de la reparación por
perjuicios materiales alegados por los dependientes, el daño moral, en ge-
neral, debe ser probado. En el presente litigio, a criterio de la Corte, no
existen pruebas suficientes para demostrar el daño en los dependientes.

76. Entre los llamados dependientes de las víctimas figuran los padres
de éstas. Los padres de Mikuwendje Aloeboetoe y de Asipee Adame ya
han sido declarados sucesores... y obtendrán una indemnización por daño
moral. Pero esa no es la situación de los padres de las otras cinco vícti-
mas. No obstante, en este caso particular, se puede admitir la presunción
de que los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hi-
jos, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona experimente
dolor ante el suplicio de su hijo.

77. Por estas razones, la Corte considera procedente que los padres de
las víctimas que no han sido declarados sucesores, participen en la distri-
bución por daño moral.
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86. En cuanto a la determinación del monto de la indemnización por
daño moral, la Corte expresó en sus sentencias de 21 de julio de 1989 que
“su liquidación debe ajustarse a los principios de equidad”...

87. En el presente caso, la Corte ha seguido los precedentes menciona-
dos. Para la indemnización del lucro cesante ha efectuado “una aprecia-
ción prudente de los daños” y para la del daño moral ha recurrido a “los
principios de equidad”.

Las expresiones “apreciación prudente de los daños” y “principios de
equidad” no significan que la Corte puede actuar discrecionalmente al fi-
jar los montos indemnizatorios. En este tema, la Corte se ha ajustado en la
presente sentencia a métodos seguidos regularmente por la jurisprudencia y
ha actuado con prudencia y razonabilidad al haber verificado in situ, a través
de su secretaria adjunta, las cifras que sirvieron de base a sus cálculos.

91. En cuanto a la reparación por daño moral, la Corte considera que,
habida consideración de la situación económica y social de los beneficia-
rios, debe otorgarse en una suma de dinero que debe ser igual para todas
las víctimas, con excepción de Richenel Voola, a quien se le asignó una
reparación que supera en un tercio a la de los otros. Como ya se ha seña-
lado esta persona estuvo sometida a mayores padecimientos derivados de
su agonía. No existen en cambio elementos para suponer que haya habido
diferencias entre las injurias y malos tratos de que fueron objeto las de-
más víctimas.

92. A falta de otros elementos y por considerarlo equitativo la Corte ha
tomado el monto total reclamado por la Comisión por daño moral.

Los montos reclamados para cada víctima por la Comisión en Sf fue-
ron ajustados por un coeficiente representativo de la evolución de los pre-
cios internos en Suriname en el período. El monto obtenido en florines
fue convertido a dólares al tipo de cambio del mercado libre e incremen-
tado con los intereses resarcitorios calculados a la tasa vigente en el mer-
cado internacional. Luego se procedió a distribuir el total entre las vícti-
mas en la forma indicada en el párrafo anterior.

*

81. La Comisión solicita que la Corte condene a Suriname a pagar a la
tribu Saramaca una indemnización por daño moral y a efectuarle ciertas
reparaciones no pecuniarias...
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82. En el escrito y en algunos elementos de prueba presentados por la
Comisión se insinúa la idea de que los asesinatos fueron cometidos por
razones raciales y se los interpreta dentro de una relación conflictiva que
habría existido entre el gobierno y la tribu Saramaca...

83. En su escrito explica la Comisión que en la sociedad maroon tradi-
cional, una persona no sólo es miembro de su grupo familiar sino, también,
de su comunidad aldeana y del grupo tribal. Los aldeanos constituyen, se-
gún ella, una familia en el sentido amplio, razón por la cual el perjuicio
causado a uno de sus miembros constituiría también un daño a la comuni-
dad, que tendría que ser indemnizado.

La Corte considera, respecto del argumento que funda la reclamación
de una indemnización por daño moral en la particular estructura social de
los saramacas que se habrían perjudicado en general por los asesinatos,
que todo individuo, además de ser miembro de su familia y ciudadano de
un Estado, pertenece generalmente a comunidades intermedias. En la
práctica, la obligación de pagar una indemnización moral no se extiende a
favor de ellas ni a favor del Estado en que la víctima participaba, los cua-
les quedan satisfechos con la realización del orden jurídico. Si en algún
caso excepcional se ha otorgado una indemnización en esta hipótesis, se
ha tratado de una comunidad que ha sufrido un daño directo.

84. La Corte ha considerado que el móvil racial propuesto por la Comi-
sión no ha sido debidamente probado y ha hallado improcedente el argumen-
to de la particular estructura social de la tribu Saramaca. El supuesto de que
para la violación del derecho a la vida se haya transgredido una norma in-
terna sobre jurisdicción territorial no fundamentaría por sí solo la indem-
nización moral reclamada en favor de la tribu. Los saramacas podrían
plantear este presunto incumplimiento del derecho público interno ante la
jurisdicción competente, pero no pueden presentarlo como el elemento
que justificaría el pago de una indemnización moral a toda la tribu.

Otras formas no pecuniarias de reparación (enseñanza adecuada,
asistencia médica y paradero de los restos de las víctimas)

96. En la indemnización fijada para los herederos de las víctimas se ha
previsto una suma para que los menores puedan estudiar hasta una deter-
minada edad. Sin embargo, estos objetivos no se logran sólo otorgando
una indemnización, sino que es preciso también que se ofrezca a los niños
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una escuela donde puedan recibir una enseñanza adecuada y una asisten-
cia médica básica. En el momento actual, ello no ocurre en varias aldeas
saramacas.

Los hijos de las víctimas viven, en su mayoría, en Gujaba, donde la es-
cuela y el dispensario están cerrados. La Corte considera que, como parte
de la indemnización, Suriname está obligado a reabrir la escuela de Guja-
ba y a dotarla de personal docente y administrativo para que funcione
permanentemente a partir de 1994. Igualmente, se ordenará que el dispen-
sario allí existente sea puesto en condiciones operativas y reabierto en el
curso de ese año.

109. Tal como lo expresó la Corte en los casos Velásquez Rodríguez y
Godínez Cruz “el derecho de los familiares de la víctima de conocer...
dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el
Estado debe satisfacer con los medios a su alcance” (Caso Velásquez
Rodríguez, supra 46, párrafo 181; Caso Godínez Cruz, supra 46, párrafo
191); esta obligación tiene particular importancia en el caso presente en
consideración a la relación familiar imperante entre los saramacas.

Reintegro de gastos y costas

79. La Corte estima adecuado que se reintegren a los familiares de las
víctimas los gastos efectuados para obtener informaciones acerca de ellas
después de su asesinato y los realizados para buscar sus cadáveres y efec-
tuar gestiones ante las autoridades surinamesas. En el caso particular de
las víctimas Daison y Deede-Manoe Aloeboetoe, la Comisión reclama su-
mas iguales con motivo de los gastos efectuados por cada uno. Se trataba
de dos hermanos. Parece, pues, razonable pensar que los familiares hicie-
ron la misma gestión para ambos e incurrieron en una sola erogación. Por
lo tanto, la Corte considera apropiado reconocer un sólo reembolso en
nombre de las dos víctimas.

La Comisión señala en su escrito que estos gastos fueron realizados en
todos los casos por la madre de cada víctima y, a falta de otra prueba, el
reintegro será hecho a esas personas.

94. Los gastos incurridos por las familias en razón de la desaparición
de las víctimas fueron determinados a partir de los montos reclamados
por la Comisión, excepto en el caso de los hermanos Daison y Deede-Ma-
noe Aloeboetoe según se explicó precedentemente. Para determinar su
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valor actualizado se aplicó idéntico procedimiento al ya descripto para la
reparación por daño moral.

113. La Convención Americana ha instituido un sistema para la protec-
ción de los derechos humanos en el continente y ha atribuido funciones prin-
cipalmente a dos órganos, la Comisión y la Corte, cuyos costos se financian
dentro del presupuesto de la Organización de los Estados Americanos.

114. La Comisión ha preferido, en este proceso, cumplir las funciones
que la Convención Americana le impone recurriendo a la contratación de
profesionales en lugar de hacerlo con su personal propio. Esta modalidad
de trabajo de la Comisión es una cuestión de organización interna en la
cual la Corte no debe intervenir. Pero la Comisión no puede exigir el rein-
tegro de los gastos que le exige su modalidad interna de trabajo a través
de la imposición de costas. El funcionamiento de los órganos del sistema
americano de derechos humanos es pagado por los Estados Miembros
mediante su cuota anual.

La Corte tampoco podría imponer como costas los gastos de viaje de
su secretaria adjunta a Suriname, ni el asesoramiento requerido en mate-
ria económica o actuarial, pues se trata de gastos que el Tribunal debe ha-
cer como órgano del sistema para cumplir debidamente con las funciones
que la Convención Americana le impone.

115. Habida consideración de lo anterior y de que Suriname ha recono-
cido expresamente su responsabilidad internacional y no ha dificultado el
procedimiento para determinar las reparaciones, la Corte desestima la so-
licitud de condenación en costas pedida por la Comisión.

Modos de distribución de las reparaciones y forma de pago

97. En cuanto a la distribución de los montos determinados para los di-
ferentes conceptos, la Corte estima equitativo adoptar los criterios si-
guientes:

a. De la reparación del daño material correspondiente a cada víctima se ad-
judica un tercio a las esposas, que se lo dividirán por partes iguales entre
ellas si hubiere más de una, y dos tercios a los hijos, que también se dividi-
rá por igual entre ellos si hubiere más de uno.
b. La reparación del daño moral correspondiente a cada víctima será dividi-

da así: una mitad se adjudica a los hijos; un cuarto para las esposas y el otro
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cuarto para los padres. Si hubiere más de un beneficiario en alguna de estas
categorías, el monto se dividirá entre ellos por igual.

c. El reintegro de gastos será pagado a la persona que, según el escrito de la
Comisión, lo efectuó.

100. Con los fondos recibidos [de las reparaciones], Suritrust manten-
drá fideicomisos en dólares en las condiciones más favorables de acuerdo
con la práctica bancaria a favor de los beneficiarios indicados. Los que
hubieren fallecido serán sustituídos por sus herederos.

Se constituirán dos fideicomisos, uno a favor de los beneficiarios me-
nores de edad y otro en favor de los beneficiarios mayores.

Una fundación (en adelante “la Fundación”) a la que se refieren los pá-
rrafos 103 y siguientes de esta sentencia, actuará como fideicomitente.

101. El fideicomiso de los menores se constituirá con las indemniza-
ciones que deben recibir todos aquellos beneficiarios que no hayan cum-
plido 21 años de edad y que no hubieren contraído matrimonio.

Este fideicomiso de los menores operará el tiempo que resulte necesa-
rio para que el último de los beneficiarios alcance la mayoría de edad o
contraiga matrimonio. A medida que cada uno de ellos reúna esta condi-
ción, sus aportes pasarán a ser regidos por las disposiciones sobre el fidei-
comiso para los mayores (infra, párrafo 102).

102. Los beneficiarios mayores podrán retirar hasta el 25% (veinticin-
co por ciento) de lo que les corresponde en el momento en que el gobier-
no de Suriname efectúe el depósito. Con la suma restante se constituirá el
fideicomiso para los mayores. Tendrá un plazo mínimo de tres años y un
máximo de 17 años y podrán hacerse retiros semestrales. La Fundación
podrá establecer por razones especiales un régimen distinto.

103. Con el propósito de brindar a los beneficiarios la posibilidad de
obtener los mejores resultados de la aplicación de los montos recibidos
por reparaciones, la Corte dispone la creación de una Fundación. Esta en-
tidad, sin fines de lucro, se constituirá en la ciudad de Paramaribo, capital
de Suriname...
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